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PRÓLOGO




    Las relaciones humanas, que se generan en el seno de una comunidad de propietarios, son de una complejidad que va mucho más allá de las normas y obligaciones legales y estatutarias que las circunstancias imponen. No obstante, el conocimiento profundo de lo que la ley dice sobre cómo constituir y organizar una comunidad de propietarios, y sobre cómo debe desarrollarse su vida interior, afrontando los problemas cotidianos y todas las vicisitudes que se dan en su devenir, facilita enormemente el buen funcionamiento de la comunidad y las relaciones mismas entre los propietarios.




    Conociendo todo ello, afrontamos ahora la publicación de este nuevo código completo de las comunidades de propietarios, con el que intentamos proporcionar al lector, componente de una comunidad de propietarios, los conocimientos necesarios para resolver sus problemas en ese ámbito, y el libro práctico y claro que le sirva de guía para solventar cualquier duda en un momento determinado.




    La presente obra tiene por objeto tratar de cuestiones relativas a la propiedad horizontal.




    En la introducción se expone la problemática del Derecho en general, su aplicación y los conceptos de posesión y propiedad, para pasar seguidamente al examen de la copropiedad, y en especial la de la casa por pisos, o sea la denominada propiedad horizontal.




    A tenor de la Ley de Propiedad Horizontal que regula la materia, se examina en diversos capítulos su aplicación práctica sobre la constitución de dicha propiedad, elementos que la constituyen, preceptos y órganos que rigen su desarrollo y actividad, así como los derechos y obligaciones de los copropietarios.




    También se exponen otras cuestiones prácticas, como la tramitación y compra de un piso, y se transcribe jurisprudencia diversa, que permite comprobar la resolución de diversos casos planteados.




    Por último se incluyen formularios aplicables a las actividades normales de una comunidad de propietarios.




    Esperamos haber conseguido nuestro propósito de proporcionar un conocimiento fácil y práctico de las cuestiones expuestas.


  




  

    
CAPÍTULO I


    EL DERECHO




    
Concepto del Derecho




    Frecuentemente y en el devenir de nuestra vida cotidiana, realizamos una serie de actos o nos encontramos con situaciones que nos ponen en contacto con el Derecho. Comprar una vivienda, comestibles o, sencillamente, comprar una entrada para acudir a un espectáculo público son actos que tienen transcendencia jurídica, puesto que nosotros podemos exigir una conducta determinada (la ocupación y disfrute de la vivienda, el hacer uso de los comestibles, presenciar el espectáculo) y otros nos la pueden exigir a nosotros (el abono del importe de lo comprado).




    Para que estos hechos sean exigibles es preciso que exista una norma o conjunto de normas que les den soporte jurídico. El Estado moderno de derecho es el que crea la ley, y una de sus finalidades es la de garantizar el respeto a las normas jurídicas.




    La Constitución Española de 1978 define el mecanismo jurídico de nuestra comunidad:




    «España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político (artículo 1.1).»




    «Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico (artículo 9.1).»




    «La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (artículo 9.3).»




    Vemos con ello que El Estado tiene el monopolio de la creación del Derecho, y dentro de sus límites no puede existir otro que el dictado o reconocido por él.




    
Normas jurídicas




    Las normas jurídicas son un conjunto de normas que configuran el Derecho. Establecen la forma en que han de ordenarse unas relaciones sociales determinadas, fijando la conducta que deben observar las personas en dicha relación.




    «Por el contrato de compra y venta, uno de los contratantes se obliga a entregar una cosa determinada, y el otro a pagar por ella un precio cierto, en dinero o signo que lo represente (artículo 1.445 Código Civil).»




    
Clases de normas jurídicas




    En esencia, las normas jurídicas podríamos agruparlas como órdenes o prohibiciones de hacer algo, respaldadas por la amenaza de una sanción; y, por otro, normas que autorizan a hacer algo.




    Se prohíbe robar, y se amenaza al que robare con una pena de determinados meses o años de prisión. Se ordena el cumplimiento o deber de pago por la adquisición de una cosa, y en caso de impago se sanciona con la rescisión del contrato y, probablemente, con la pérdida de lo comprado. Por otro lado, vemos cómo el testamento, que está regulado por la Ley, concede amplia autonomía al ciudadano para configurarlo como él desee.




    
Normas morales




    Las normas morales o éticas afectan a la conciencia del individuo, que no son exigibles por el Derecho en cuanto a aceptación interna, pero sí la observancia externa de las mismas en cuanto son necesarias para la convivencia humana. Muchas normas morales lo son también jurídicas, como no matar, no robar.




    Cada sistema jurídico se basa en una concepción determinada de la moral, que en algunas manifestaciones son generalmente aceptadas y en otras chocan con las creencias de grupos más o menos amplios. Veamos, por ejemplo, las discusiones sobre el divorcio, la eutanasia, etc.




    
Usos sociales




    Los usos sociales son las prácticas generalmente admitidas por una colectividad. Estos usos, o modas, como alguien los ha querido llamar, son variables con respecto al espacio y al tiempo.




    El profesor Latorre, catedrático de la Universidad de Barcelona, opina que «ciertos usos sociales son más respetados que bastantes normas jurídicas y que proporcionan en bastantes ocasiones la materia prima con la que se forjan las normas jurídicas».


  




  

    
CAPÍTULO II


    FINES DEL DERECHO




    
Protección de los derechos fundamentales y de las libertades públicas




    En un estado social de derecho existe seguridad jurídica cuando el Derecho protege en forma eficaz un conjunto de intereses de la persona que se consideran básicos para una existencia digna. Los derechos fundamentales de la persona están basados en la idea de libertad en cualquiera de sus manifestaciones, cuya expresión más relevante es la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano y la Carta de las Naciones Unidas de 26 de junio de 1945.




    La Constitución Española, en el artículo 10, establece:




    1.º La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social.




    2.º Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificadas por España.




    Los derechos fundamentales y las libertades públicas, están regulados y recogidos por la Constitución en los artículos 15 al 29 y hacen referencia al derecho a la vida e integridad física, a la libertad ideológica y religiosa, a la libertad personal, y a la seguridad, al derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen e inviolabilidad del domicilio, libertad de residencia y circulación, libertad de expresión, derecho de reunión, de asociación y de participación, a la protección judicial, principio de legalidad penal, libertad de enseñanza, derecho a la educación, a la autonomía universitaria, a la libertad de sindicación, derecho a la huelga y al derecho de petición.




    
La justicia




    La justicia es un elemento inherente al Derecho. Tiene diversas acepciones y las definiciones dadas por los autores van en relación con la igualdad ante la ley, la legalidad o la seguridad.




    La Constitución establece:




    «Artículo 14. Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.




    »Artículo 17. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.»




    La Constitución, asimismo, viene a tutelar las garantías de las libertades y derechos fundamentales vinculando a todos los poderes públicos. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos fundamentales ante los Tribunales ordinarios, por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.




    También cabe hablar en este apartado de la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes para la defensa de los derechos y libertades de los ciudadanos, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. Algunas Comunidades Autónomas tienen una institución semejante, encargada de supervisar la actuación de la administración autonómica (así, por ejemplo, el «Justicia de Aragón», el «Ararteko» del País Vasco, el «Síndic de Greuges» catalán, el «Defensor del Pueblo Andaluz», etc.).


  




  

    
CAPÍTULO III


    FUENTES DEL DERECHO




    
La ley




    El Código Civil, en su Título Preliminar, referente a las normas jurídicas, su aplicación y eficacia, establece en su artículo 1 que «Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derecho.»




    La ley, en sentido amplio, equivale a norma jurídica y, en sentido estricto, a norma jurídica impuesta por el Estado que las crea en cuanto sus órganos emanan de la voluntad popular (Estado social y democrático de derecho).




    La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano establece en su artículo 5 que «la ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen el derecho de participar personalmente o por sus representantes en su formación».




    Así mismo, en el preámbulo de la Constitución Española se proclama la voluntad de consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la voluntad popular.




    La ley, en su sentido más amplio, está formada por una serie de normas jurídicas de diferente rango, aunque todas ellas son coercitivas para el ciudadano y no pueden entrar en colisión unas con otras. Así tenemos que la ley de leyes o Carta Magna es la Constitución que enmarca globalmente la voluntad popular; las leyes orgánicas son las relativas al desarrollo de los derechos y de las libertades públicas, las que aprueban los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución.




    La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto.




    Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.




    En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de decretos-ley y que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos, al régimen de las Comunidades Autónomas, ni al Derecho electoral general.




    Los decretos-ley deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. El Congreso tendrá que pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su convalidación o derogación.




    Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.




    El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y ordenará su inmediata publicación.




    Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos. Será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente autorizada por el Congreso de los Diputados.




    Las leyes entrarán en vigor a los veinte días de su completa publicación en el «Boletín Oficial del Estado», si en ellas no se dispone otra cosa.




    Las leyes sólo se derogarán por otras posteriores. La derogación tendrá el alcance que expresamente se disponga y se extenderá siempre a todo aquello que en la ley nueva, sobre la misma materia, sea incompatible con la anterior. Por la simple derogación de una ley no recobrarán vigencia las que ésta hubiera derogado.




    Las leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispusieren lo contrario. En materia penal rige, no obstante, el principio de retroactividad si la nueva norma es más favorable para el reo (artículo 2.2 del Código Penal).




    
La costumbre




    La costumbre es otra fuente del Derecho cuya importancia doctrinal e histórica es considerable. Su aplicación es supletoria, es decir, que sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden público, y que resulte probada.




    Es sabido que en la huerta valenciana los campesinos acuden a dirimir sus problemas o bien acatan el sistema de regadío de turnos que impone el Tribunal de las Aguas, no existe normativa escrita y sus sentencias son verbales. Sus decisiones son vinculantes y los campesinos acatan dichas resoluciones.




    Podrían acudir, en algunos casos, a la justicia ordinaria, pero en dicha comunidad su costumbre les obliga a acudir a dicho tribunal.




    Otra costumbre, cada vez menos en boga, en las transacciones comerciales de los pueblos en días de feria es la de finalizar dicha transacción con un apretón de manos en conformidad de obligaciones mutuas.




    
Los principios generales del derecho




    Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico.




    Comportan una serie indefinida de aplicaciones, ya sea por analogía con la norma jurídica, ya sea como consecuencia de alguna laguna de la ley.




    Para poder ser invocados ante los tribunales tienen que coincidir básicamente con una norma jurídica vigente.




    
La jurisprudencia




    Viene establecido por el Código Civil que la jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del derecho.




    Los tribunales no se limitan a la aplicación dinámica de las normas, puesto que el derecho es dinámico y, en general, la sociedad va por delante de las leyes, en la medida en que una y otras no coinciden son nuestros tribunales quienes con su flexibilidad en la aplicación de la norma jurídica crean doctrina.




    La jurisprudencia ha de ser reiterada, es decir, que sobre el mismo o similar caso el Tribunal Supremo se haya pronunciado en idéntica forma. Puede ser alegada por las partes o por el mismo tribunal al dictar sentencia.




    
La doctrina científica




    Al igual que la jurisprudencia, la doctrina científica no es considerada como una fuente de derecho. Está formada por las opiniones de los juristas en sus escritos, y deviene un medio auxiliar para interpretar las normas jurídicas.




    En la Roma antigua era muy importante la opinión de los famosos juristas, que se alegaba continuamente ante los tribunales. En la actualidad es problemática su alegación en cuanto sobre una misma norma pueden encontrarse criterios muy dispares.




    Sin embargo, para todo jurista es muy importante el estudio de las diferentes opiniones para obtener una más sólida formación profesional.


  




  

    
CAPÍTULO IV


    LA APLICACIÓN DEL DERECHO




    
Formas de aplicación del derecho




    El derecho se aplica normal y pacíficamente cuando el ciudadano ajusta su conducta a la norma establecida, pagamos nuestros impuestos, contribuciones, servicios de alumbrado, etc., y las normas que establecen la contraprestación se cumplen.




    Otra forma de aplicación diríamos violenta es cuando el derecho es transgredido, ya sea activa o pasivamente. Se construyen obras en una vivienda sin permiso de la propiedad, se roba, se mata, se dejan de pagar alquileres, recibos de servicios, no se efectúa la declaración de la renta, etc. todos estos ejemplos suscitan la intervención del Estado para que las normas jurídicas sean cumplidas y ello se denomina jurisdicción y sus órganos de aplicación son los tribunales.




    Existen diferentes clases de juzgados en función del conflicto a resolver. La categoría más inmediata está formada por los Juzgados de Paz, Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, Juzgados de lo Penal, Juzgados de lo Contencioso-Administrativo, Juzgados de Vigilancia Penitenciaria; la superior por las Audiencias Provinciales (que entienden de asuntos penales y algunas apelaciones de asuntos civiles) en cada provincia, y los Tribunales Superiores de Justicia en cada Comunidad Autónoma. Luego está la Audiencia Nacional, con sus Juzgados y Salas (con competencia sobre asuntos penales, contencioso-administrativos y de lo social; por otra parte, existe el Tribunal Supremo, con sede en Madrid, con diferentes salas que entienden, la 1.ª de lo Civil, la 2.ª de lo Penal, la 3.ª de lo Contencioso-administrativo, la 4.ª de lo Social y la 5.ª de lo Militar, que se regirá por su legislación específica y supletoriamente por la Ley Orgánica de 28 de diciembre de 1988, de Demarcación y Planta Judicial. Todo ello de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley 6/1985, de 1 de julio.




    
Los hechos. Prueba




    En principio el derecho se aplica a los hechos, cuáles son o no son relevantes, viene la mayoría de las veces fijados por la ley. Es un hecho penado por la ley dar muerte a una persona, pero este hecho puede verse agravado si ha sido cometido, por ejemplo, con premeditación y alevosía.




    Los hechos se prueban dentro de una fase procesal denominada prueba, que debe ir encaminada a producir en el juez el convencimiento de la verdad o no verdad de una alegación de hecho. No todos lo hechos necesitan ser probados con la misma intensidad, así los hechos probados o los notorios o los favorecidos por una presunción legal.




    Toda diligencia de prueba se practicará en audiencia pública y previa citación de las partes, pudiendo concurrir los litigantes y sus defensores.




    Los medios de prueba de que se podrá hacer uso en juicio son: 1.º Confesión en juicio. 2.º Documentos públicos y solemnes. 3.º Documentos privados y correspondencia. 4.º Libros de los comerciantes que se lleven con las formalidades prevenidas por el Código de Comercio. 5.º Dictamen de peritos. 6.º Reconocimiento judicial. 7.º Testigos.




    En materia penal no podrán practicarse otras diligencias de prueba que las propuestas por las partes, ni ser examinados otros testigos que los comprendidos en las listas presentadas.




    El juez decide sobre los hechos probados, en base a las aportaciones de las partes en el proceso. Tal convicción ha de ser indubitada, es decir, que no quepan dudas, aunque, según el profesor Latorre, «los sistemas modernos tienden, en general, a establecer el principio de la libre apreciación del juez, y no fijan reglas respecto al grado de eficacia de las pruebas. Estas se desarrollan ante el juez en la forma y con los requisitos que el derecho dispone, y el juez forma su convicción en conciencia».




    
La analogía




    Puede suceder que para un hecho determinado no exista una norma jurídica aplicable, hemos visto cómo en derecho se establece que en caso de no existir ley aplicable se debe acudir a la costumbre o a los principios generales del derecho.




    La analogía se basa en el entendimiento que de una norma legal o conjunto de ellas pueden derivarse unos principios básicos que son aplicables a casos que no están previstos por la ley, pero por presentar una semejanza con los expresados por la ley deben tener las mismas soluciones.




    
La equidad




    Equidad equivale a rectitud, justicia. Es el gran reto y servidumbre con la que han de enfrentarse continuamente los jueces en su labor de impartir justicia, el intentar que la aplicación rígida del derecho pueda conducir en casos concretos a soluciones injustas.




    No debemos olvidar que la otra finalidad del derecho es la de la seguridad jurídica y que ésta requiere la primacía de lo general sobre el arbitrio del juez.




    De esto entiende la justicia equitativa, el pretender, según defienden algunos autores, que el juez decidiera libremente, sin vinculación alguna a textos legales, siguiendo los dictados de su propia conciencia.




    
Los jueces y tribunales




    Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.




    Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinente para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.




    La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey, por jueces y magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.




    El ejercicio de la potestad jurisdiccional, en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los juzgados y tribunales determinados por las leyes y que ya hemos mencionado en el apartado referente a las formas de aplicación del derecho.




    Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.




    El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia penal.




    Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.




    Los daños causados por error judicial, así como los que sean del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.




    
La acción popular




    La Constitución establece que los ciudadanos pueden ejercer la acción popular. La Ley de Enjuiciamiento Criminal, en sus artículos 101 y 270, dispone que todos los ciudadanos españoles, hayan sido o no ofendidos por el delito, pueden querellarse ejercitando la acción popular.


  




  

    
CAPÍTULO V


    RAMAS DEL DERECHO




    
Derecho público




    El Derecho público se caracteriza porque en él existe un ejercicio del poder del Estado. Sus normas van dirigidas a regular la organización y la actividad del Estado y demás entes públicos, y las relaciones de estos con los particulares.




    Son ramas del Derecho público:




    — Derecho Internacional.




    — Derecho Político.




    — Derecho Administrativo.




    — Derecho Penal.




    — Derecho Procesal.




    El Derecho Internacional, en su vertiente externa, en cuanto determina las relaciones entre Estados, tiene en nuestro país una importancia relevante recogida por la Constitución en cuanto se podrá autorizar —mediante ley orgánica— la celebración de tratados por los que se atribuye a una organización o institución internacional el ejercicio de competencia derivadas de la Constitución.




    La prestación del consentimiento del Estado para obligarse, por medio de tratados o convenios internacionales, requerirá la previa autorización de las Cortes Generales en los siguientes casos:




    a) Tratados de carácter político.




    b) Tratados o convenios de carácter militar.




    c) Tratados o convenios que afectan a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes fundamentales establecidos en el Título I de la Constitución.




    d) Tratados o convenios que indiquen obligaciones financieras para la hacienda pública.




    e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas legislativas para su ejecución.




    El ámbito del Derecho Político gira en torno a la Constitución, que configura el perfil político del Estado.




    El Derecho Administrativo es el conjunto de normas del Derecho público que regula la organización y actividad de la Administración Pública.




    El Derecho Penal es el conjunto de normas jurídicas, establecidas por el Estado, que determinan los delitos y las penas. Sólo el Estado es el titular de este derecho.




    El Derecho Procesal es el conjunto de normas jurídicas que tienen por objeto la constitución de los órganos estatales de la tutela jurídica en el campo del Derecho privado, las condiciones y formas del procedimiento establecido para ello y las condiciones, formas y efectos de los actos procesales (Rosenberg).




    
Derecho privado




    El Derecho privado es aquel que regula las relaciones particulares.




    Son ramas del Derecho privado:




    — Derecho Civil.




    — Derecho Mercantil.




    El Derecho Civil es el Derecho privado por excelencia, es el conjunto de normas que regulan las relaciones entre particulares en general. Se aplica como fundamento del resto de las ramas del Derecho privado.




    Las instituciones básicas del Derecho Civil son: la propiedad, el contrato y el testamento.




    El Derecho mercantil es, en palabras sencillas, el conjunto de normas jurídicas que tienen por objeto las actividades que configuran el «mundo de los negocios».




    
Otras ramas del Derecho




    La división clásica del Derecho en público y privado tiende en la actualidad a verse ampliada con la aparición de derechos de carácter autónomo, es decir, que no participan plenamente de la naturaleza de uno u otro. Tal es el caso del Derecho del Trabajo.




    El núcleo central del Derecho del Trabajo viene dado por el hecho de la prestación de trabajo por cuenta ajena, es decir, por la situación en que una persona —trabajador— realiza una prestación a cambio de una remuneración.


  




  

    
CAPÍTULO VI


    LA POSESIÓN




    
Concepto




    La posesión equivale a tener algo en nuestro poder. En Derecho, esta figura tiene dos acepciones:




    Como poder de hecho sobre una cosa, al margen de que se tenga derecho o no a ella.




    Como poder de derecho, consistente en que aunque no se tenga la posesión efectiva de la cosa —por diferentes razones— la ley le concede el señorío de la misma.




    Así pues, podemos decir que la posesión en el primer caso es un hecho y, en el segundo, un derecho.




    El artículo 430 del Código Civil, establece:




    «Posesión natural es la tendencia de una cosa o el disfrute de un derecho por una persona. Posesión civil es ese misma tenencia o disfrute unidos a la intención de haber la cosa o derecho como suyos.»




    
Objeto




    El artículo 437 del Código Civil, afirma:




    «Sólo pueden ser objeto de posesión las cosas y derechos que sean susceptibles de apropiación.»




    Cabe hablar de posesión de cosas incorporables, de derechos, los derechos privados patrimoniales (derechos poseíbles), de derechos reales y de derechos apropiables.




    
Sujeto




    Pueden ser sujetos de la posesión las personas físicas o jurídicas. Se requiere que las personas tengan capacidad jurídica.




    La posesión de la cosa o el derecho la tiene quien la tenga, pero en ciertos casos, mientras que no se pruebe otra cosa, la ley presume que la tiene otra. La persona que tenga a su favor la presunción de la posesión, puede reclamarla sin más que invocarla.




    Así, el artículo 38 de la Ley Hipotecaria:




    «Se presumirá que quien tenga inscrito el domino de los inmuebles o derechos reales tiene la posesión de los mismos.»




    Artículo 449 del Código Civil:




    «La posesión de una cosa raíz supone la de los muebles y objetos que se hallen dentro de ella, mientras no conste o se acredite que deben ser excluidos.»




    
Clases de posesión




    La posesión se ejerce en las cosas o en los derechos por la misma persona que los tiene y los disfruta, o por otra en su nombre.




    La posesión en los bienes y derechos puede tenerse en uno de dos conceptos: o en el de dueño, o en el de tenedor de la cosa o derecho para conservarlos o disfrutarlos, perteneciendo el dominio a otra persona.




    Se reputa poseedor de buena fe al que ignora que en su título o modo de adquirir exista vicio que lo invalide.




    Se reputa poseedor de mala fe al que se halla en caso contrario.




    La buena fe se presume siempre, y al que afirma la mala fe de un poseedor, corresponde la prueba.




    La posesión adquirida de buena fe no pierde este carácter sino en el caso y desde el momento en que existan actos que acrediten que el poseedor no ignorar que posee la cosa indebidamente.




    Se presume que la posesión se sigue disfrutando en el mismo concepto en que se adquirió, mientras no se pruebe lo contrario.




    También puede hablarse de la coposesión cuando varias personas poseen en común una cosa o un derecho; por ejemplo, dos personas compran un coche para utilizarlo un mes cada una, son a la vez copropietarias y coposeedoras.




    
Adquisición de la posesión




    La posesión se adquiere por la ocupación material de la cosa o derecho poseído, o por el hecho de quedar estos sujetos a la acción de nuestra voluntad, o por los actos propios y formalidades legales establecidas para adquirir tal derecho.




    Puede adquirirse la posesión por la misma persona que va a disfrutarla, por su representante legal, por su mandatario o por un tercero sin mandato alguno; pero en este último caso no se entenderá adquirida la posesión hasta que la persona en cuyo nombre se haya verificado el acto posesorio lo ratifique.




    La posesión de los bienes hereditarios se entiende transmitida al heredero sin interrupción y desde el momento de la muerte del causante, en el caso de que llegue a adirse la herencia.




    El que válidamente repudia una herencia se entiende que no la ha poseído en ningún momento.




    En ningún caso puede adquirirse violentamente la posesión mientras exista un poseedor que se oponga a ello. El que se crea con acción o derecho para privar a otro de la tenencia de una cosa, siempre que el tenedor resista la entrega, deberá solicitar el auxilio de la autoridad competente.




    El que suceda por título hereditario no sufrirá las consecuencias de una posesión viciosa de su causante, si no se demuestra que tenía conocimiento de los vicios que le afectaban; pero los efectos de la posesión de buena fe no le aprovecharán sino desde la fecha de la muerte del causante.




    Los menores y los incapacitados pueden adquirir la posesión de las cosas; pero necesitan de la asistencia de sus representantes legítimos para usar de los derechos que de la posesión nazcan a su favor.




    Los actos meramente tolerados, y los ejecutados clandestinamente y sin conocimiento del poseedor de una cosa, o con violencia, no afectan a la posesión.




    La posesión, como hecho, no puede reconocerse en dos personalidades distintas, fuera de los casos de indivisión. Si surgiere contienda sobre el hecho de la posesión, será preferido el poseedor actual. Si resultaren dos poseedores, el más antiguo; si las fechas de las posesiones fueren las mismas, el que presente título; y si todas estas condiciones fuesen iguales, se constituirá en depósito o guarda judicial la cosa, mientras se decide sobre su posesión o propiedad por los trámites correspondientes.




    Todo poseedor tiene derecho a ser respetado en su posesión; y si fuera inquietado por ella, deberá ser amparado o restituido en dicha posesión por los medios que las leyes de procedimiento establecen.




    Sólo la posesión que se adquiere y se disfruta en concepto de dueño puede servir de título para adquirir el dominio. Este poseedor tiene a su favor la presunción legal de que posee con justo título, y no se le puede obligar a exhibirlo.




    El poseedor de buena fe hace suyos los frutos percibidos mientras no sea interrumpida legalmente la posesión. Se entienden percibidos los frutos naturales e industriales desde que se alzan o separan.




    El poseedor de mala fe abonará los frutos percibidos y los que el poseedor legítimo hubiera podido percibir, y sólo tendrá derecho a ser reintegrado de los gastos necesarios para la conservación de la cosa. Los gastos hechos en mejoras de lujo y recreo no se abonarán al poseedor de mala fe; pero podrá este llevarse los objetos en que estos gastos se hayan invertido, siempre que la cosa no sufra deterioro, y el poseedor legítimo no prefiera quedarse con ellos abonando el valor que tengan en el momento de entrar en la posesión.




    
Pérdida de la posesión




    El poseedor puede perder su posesión:




    1.º Por abandono de la cosa.




    2.º Por cesión hecha a otro por título oneroso o gratuito.




    3.º Por destrucción o pérdida total de la cosa, o porque este ignore accidentalmente su paradero.




    La posesión de las cosas inmuebles y de los derechos reales no se entiende perdida ni transmitida para los efectos de prescripción en perjuicio de tercero, sino con sujeción a la Ley Hipotecaria.




    Los actos relativos a la posesión, ejecutados o consentidos por el que posee una cosa ajena como mero tenedor para disfrutarla o retenerla en cualquier concepto, no obligan ni perjudican al dueño, a no ser que este hubiere otorgado a aquel facultades expresas para ejecutarlos o los ratificare con posterioridad.




    La posesión de los bienes muebles, adquirida de buena fe, equivale al título. Sin embargo, el que hubiese perdido una cosa mueble o hubiese sido privado de ella ilegalmente, podrá reivindicarla de quien la posea.




    Si el poseedor de la cosa mueble perdida o sustraída la hubiese adquirido de buena fe en venta pública, no podrá el propietario obtener la restitución sin reembolsar el precio dado por ella.




    Tampoco podrá el dueño de cosas empeñadas en los Montes de Piedad establecidos con autorización del Gobierno obtener la restitución, cualquiera que sea la persona que la hubiese empeñado, sin reintegrar antes al establecimiento la cantidad del empeño y los intereses vencidos.




    El que recupera, conforme a derecho, la posesión indebidamente perdida, se entiende para todos los efectos que puedan redundar en su beneficio que la ha disfrutado sin interrupción.


  




  

    
CAPÍTULO VII


    LA PROPIEDAD




    
Concepto




    La propiedad viene definida por el Código Civil como el derecho de gozar y disponer de una cosa, sin más limitaciones que las establecidas en las leyes.




    La propiedad supone el poder pleno sobre una cosa, pero ello no quiere decir que el derecho de propiedad sea ilimitado, ya que a veces tiene gravámenes (limitaciones). Así por ejemplo en Cataluña existe, desde el año 1990, la Ley 13/90 que limita la libertad de construir y regula a su vez las relaciones de vecindad.




    En general, los límites a la propiedad pueden establecerse en función del interés público (interés de la defensa nacional) o del interés privado.




    Por razón del interés privado los límites los podemos encontrar en las relaciones de vecindad, la medianería, las servidumbres administrativas y todas las prohibiciones de disponer.




    
Objeto




    El objeto de la propiedad pueden serlo las cosas inmuebles o muebles específicamente determinadas.




    El propietario no puede ser privado de su propiedad más que por autoridad competente y por causas justificadas de utilidad pública, previa siempre la correspondiente indemnización. Si no precediera este requisito, los jueces ampararán y, en su caso, reintegrarán en la posesión al expropiado.




    La propiedad de los bienes da derecho por accesión a todo lo que ellos producen, o se les une o incorpora, natural o artificialmente. Pertenecen al propietario:




    1.º Los frutos naturales, que son las producciones espontáneas de la tierra, y en las crías y demás productos de los animales.




    2.º Los frutos industriales, que son los que producen los predios de cualquier especie a beneficio del cultivo o del trabajo.




    3.º Los frutos civiles, constituidos por el alquiler de los edificios, el precio de arrendamiento de tierras y el importe de las rentas perpetuas, vitalicias u otras análogas.




    Respecto a las cosas muebles, cuando dos de ellas pertenecientes a distintos dueños, se unen de tal manera que vienen a formar una sola sin que intervenga mala fe, el propietario de la principal adquiere la accesoria, indemnizando su valor al anterior dueño.




    Se reputa principal, entre dos cosas incorporadas, aquella a que se ha unido otra por adorno, o para su uso o perfección.




    Si no puede determinarse cuál de las dos cosas incorporadas es la principal, se reputará como tal el objeto de más valor, y entre dos objetos de igual valor, el de mayor volumen.
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